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Resumen 

La presente investigación titulada “La prisión preventiva en contraposición al 

principio de presunción de inocencia en el distrito Judicial de Lima”, tuvo como 

objetivo determinar de qué manera los magistrados utilizan la institución jurídica de 

la prisión preventiva en contraposición al principio de presunción de inocencia en el 

Distrito Judicial de Lima. La metodología aplicada fue de enfoque cualitativo y de 

tipo básico en relación con el diseño de teoría fundamentada, asimismo se empleó 

como instrumentos de recolección de datos la guía de entrevista y la guía de 

análisis documental, ante ello, de los resultados obtenidos que corroboran nuestra 

hipótesis planteada, se determinó que la indebida utilización de la prisión preventiva 

vulnera el principio de presunción de inocencia cuando no se valoran los 

presupuestos previstos para su aplicación. Finalmente, la investigación obtuvo 

como conclusión general que la mayoría de entrevistados y respecto al análisis 

doctrinario han afirmado que se determinó que la forma en la cual los magistrados 

determinan el uso de la prisión preventiva, está sujeta a la correcta aplicación de 

los criterios establecidos en la normativa penal, cualquier decisión que no se ajuste 

a los requisitos que la ley exige, devendrá en resoluciones arbitrarias, abusivas y 

desproporcionales. 

Palabras clave: Prisión preventiva, presunción de inocencia, motivación de 

resoluciones judiciales, prognosis de la pena, tratamiento del procesado.  
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Abstract 

The present investigation entitled "Pretrial detention as opposed to the principle of 

presumption of innocence in the Judicial District of Lima", aimed to determine how 

the magistrates use the legal institution of pretrial detention as opposed to the 

principle of presumption of innocence in the Judicial District of Lima. The applied 

methodology was of a qualitative approach and of a basic type in relation to the 

design of grounded theory, likewise the interview guide and the documentary 

analysis guide were used as data collection instruments, before it, of the results 

obtained that corroborate our hypothesis raised, it was determined that the improper 

use of preventive detention violates the principle of presumption of innocence when 

the budgets provided for its application are not valued. Finally, the investigation 

obtained as a general conclusion that the majority of interviewees and regarding the 

doctrinal analysis have affirmed that it was determined that the way in which the 

magistrates determine the use of preventive detention, is subject to the correct 

application of the criteria established in criminal regulations, any decision that does 

not meet the requirements of the law, will result in arbitrary, abusive and 

disproportionate resolutions. 

Keywords: Preventive prison, presumption of innocence, motivation of judicial 

resolutions, prognosis of the sentence, treatment of the accused. 
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I. INTRODUCCIÓN: El sistema jurídico procesal penal peruano establece 

taxativamente como una de las razones de cautelas represivas, la posibilidad de 

que en determinados supuestos delictivos, el fiscal de turno, solicite ante el Poder 

Judicial requerimientos de prisión preventiva sobre aquellas personas que teniendo 

la calidad de investigados, se pueda inferir un grado razonable de sospecha sobre 

su posible participación en algún hecho delictivo; sin embargo a pesar de que su 

aplicación está dentro de los cánones legales sustentables en el Código Procesal 

Penal vigente, según Espinoza (2019) representan un conflicto de intereses 

contrapuestos respecto al principio de presunción de inocencia establecida como 

garantía constitucional en nuestra Carta Magna. Ambas figuras jurídicas persiguen 

finalidades distintas, como lo relata Kostenwein (2017) mientras la prisión 

preventiva lo que persigue es asegurar que el imputado comparezca ante la justicia 

evitando de esta manera una posible evasión de una sanción punible.  Se encuentra 

en el otro extremo el derecho a la presunción de inocencia en la cual se prevé la 

inculpabilidad de una persona, en tanto no se compruebe mediante sentencia firme 

que sea autor del delito.  

En el contexto internacional, el informe realizado por Penal Reform 

Internacional (2020) menciona que actualmente a nivel mundial se viene utilizando 

en exceso la prisión preventiva y las sentencias son cada vez más largas. Lo cual 

significa que existe una tendencia a nivel macro de considerar dicha medida, como 

la más benefactora de la seguridad jurídica, situación que ha llevado a olvidar otras 

alternativas que de igual manera pueden cumplir con la misma finalidad, como 

podría ser el monitoreo electrónico, arresto domiciliario, la supervisión policial o 

judicial, entre otros. 

     A nivel nacional, hemos sido testigos a través de los medios de comunicación 

de la excesiva utilización de la prisión preventiva de parte de Jueces y Fiscales, 

que resultan contradictorias a las recomendaciones estipuladas en el inciso 2, 

artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos en la cual se 

desprende que el inculpado no debe recibir un trato equiparado a la de una persona 

sentenciada, pues ello aún debe ser probado en juicio. Además del acuerdo 

plenario 01-2019/CIJ-116 del XI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales 

Permanente, Transitoria y Especial de la Corte Suprema, donde se deduce de su 
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fundamento jurídico 9, que inhibir a un individuo de su libertad con el fin de que no 

se exima de la justicia, debe ser la última alternativa de una decisión. Se entiende 

de lo expresado anteriormente, que el lineamiento a seguir no está basado en forma 

explícita a señalar a priori la responsabilidad penal de una persona, sin antes 

esclarecer fehacientemente su culpabilidad. En dicho contexto indica Felices (2021) 

se provoca una discordia entre la libertad personal y la persecución del ilícito penal.  

 En el ámbito local, amerita que tengamos muy presente la enorme cantidad 

de internos que, según los datos del Instituto Nacional Penitenciario, 

proporcionados en marzo del 2019, los internos que se encuentran a la espera de 

una sentencia alcanzan la cifra de 36549, lo cual representa un 36% de toda la 

población penitenciaria en el Perú, poniendo en evidencia el aumento del 

hacinamiento en los centros penitenciarios que han excedido su capacidad. Por 

otro lado, Misssiego (2021) asiente que parte de la responsabilidad implica la 

inexistencia del grado de infalibilidad jurídica propia del ser humano. Lo cual 

significa que dicho contexto es ciertamente preocupante, cuando se trata de que 

un investigado se encuentra recluido, privado de su libertad y luego de 3 o 4 años, 

según se amplíe o no el plazo estipulado para continuar las investigaciones, dicho 

imputado resulte ser declarado inocente, ocasionándole daños de magnitudes 

irreparables e irreversibles, debido a que ninguna Corte o Juzgado podrá resarcir 

el perjuicio de haber estado injustamente privado por tanto tiempo de su libertad 

ambulatoria. En razón de lo antes expuesto, formulamos como problema general, 

¿De qué manera los magistrados utilizan la institución jurídica de la prisión 

preventiva en contraposición al principio de presunción de inocencia en el Distrito 

Judicial de Lima? En función a ello, se realizó como problema específico 1, ¿De 

qué manera la motivación de las resoluciones que dictan la prisión preventiva 

vulnera el tratamiento del procesado?; de igual forma se estableció como problema 

específico 2, ¿De qué manera la falta de aplicación de los presupuestos de la 

prisión preventiva vulnera los plazos procesales de dicha medida?  

De igual forma, el estudio considera como justificación teórica, la implicancia 

de los estándares de adecuación de los jueces frente a las exigencias previstas en 

la norma penal y los criterios establecidos respecto a la institución jurídica de la 

prisión preventiva y sus repercusiones, lo cual implica comprender y realizar una 
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valoración ponderativa entre la funcionalidad de una medida coercitiva que otorgue 

seguridad jurídica y priorice en todo momento la dignidad del procesado. La 

justificación práctica, por su parte, se fundamenta  en la protección que brinda el 

Estado para velar por el respeto a la inocencia de un investigado, frente a medidas 

cautelares de naturaleza excepcional como la prisión preventiva en el proceso 

penal, en donde se debe verificar los presupuestos que establecen la norma para 

su correcto uso y aplicación, realizar una valoración concreta sobre la 

proporcionalidad y razonabilidad en los hechos, para que de esta manera se pueda 

generar jurisprudencia preponderante en los operadores de Justicia. Por último, 

justificación metodológica, se logra mediante la obtención de métodos y 

mecanismos de verificación de información sobre el panorama jurídico de la prisión 

preventiva y sus alcances. 

Por todas estas razones, en el marco de nuestra investigación nuestro objetivo 

general es; determinar de qué manera los magistrados utilizan la institución jurídica 

de la prisión preventiva en contraposición al principio de presunción de inocencia 

en el Distrito Judicial de Lima. Asimismo, plantearemos como objetivo específico 

1, estudiar si la motivación de las resoluciones judiciales que dictan prisión 

preventiva vulnera el tratamiento del procesado. Además, abordamos como 

objetivo específico 2, analizar si la falta de aplicación de los presupuestos de la 

prisión preventiva vulnera los plazos procesales.   

Por otro lado, la pertinencia de la utilidad al realizar la investigación responde a 

la necesidad imperiosa de no desvirtuar el propósito y legitimidad de la prisión 

preventiva, sino por el contrario, verificar dentro de nuestra categorización si se 

cumplen los presupuestos que establece la norma para su correcto uso y 

aplicación, realizando una valoración concreta sobre la proporcionalidad, 

razonabilidad en los hechos y por sobre todo, que se encuentre acorde a los 

principios constitucionales vigentes.  

En cuanto, a efectos de resolver los problemas expuestos en los parágrafos 

anteriores, se proyectó como supuesto general: que, los magistrados utilizan la 

figura jurídica de prisión preventiva afectando el principio de presunción de 

inocencia, utilizando criterios desproporcionales para su aplicación. De igual 

importancia tenemos como supuesto específico 1: que la motivación de las 



4 

resoluciones judiciales que dictan prisión preventiva vulnera el tratamiento del 

procesado. Y concluyendo tenemos como supuesto específico 2: que la falta de 

aplicación de los presupuestos de la prisión preventiva vulnera los plazos 

procesales.  

II. MARCO TEÓRICO: Resulta indispensable en el desarrollo de la presente 

investigación, fundamentar aquellos estudios previos que sustentan el objetivo de 

la problemática suscitada, ello permitirá ampliar nuestra perspectiva en función a la 

incidencia sobre los dictámenes de privación de libertad, frente al derecho 

constitucional de presunción de inocencia.  

Respecto a los antecedentes nacionales; Rodríguez (2021), en su tesis 

titulada “Implicancias de la prisión preventiva y el principio de presunción de 

inocencia en el proceso penal peruano”, para obtener el título profesional de 

abogado por la Universidad Cesar Vallejo, Lima – Perú; propuso como objetivo 

general establecer la incompatibilidad entre la inocencia de un procesado y la 

necesidad de asegurar su presencia en juicio recluido de su libertad. Asimismo, la 

metodología aplicada fue de enfoque cualitativo realizado en base a sus objetivos 

planteados. El autor menciona como conclusión principal, la deficiencia de la justicia 

penal respecto a la aplicación de los criterios y la carencia de uniformidad que existe 

en las decisiones de los magistrados al momento de esclarecer la razonabilidad de 

la medida coercitiva. 

Conforme a lo establecido por el autor, consideramos que siendo la privación 

de libertad objeto pasible de vulneración, debe ser aplicada solo en casos 

excepcionales y cuando no exista otra medida menos gravosa que ponga en peligro 

la investigación del proceso penal, caso contrario estaríamos admitiendo la 

culpabilidad de un investigado antes que la presunción de su inocencia.  

En esa misma línea, Ortiz (2018) realizó un estudio referido a la forma en la cual 

se altera la figura jurídica de la detención preliminar y las repercusiones que 

implican frente a la inocencia de una persona, en cuyo trabajo se planteó como 

objetivo general identificar en qué medida se desfigura una orden de reclusión 

carcelaria y su afectación a la calidad de trato que recibe un investigado. En cuanto 

al marco metodológico, su enfoque es cualitativo y se utilizó el tipo de investigación 
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explicativo y descriptivo. El autor concluye mencionando que resulta incorrecto 

utilizar la privación de libertad cambiando el sentido constitucional de presunción 

de inocencia por detención injustificada.  

En efecto, concordamos con expuesto, referente a la vulneración del derecho 

fundamental de un investigado, quien debe ser tratado en todo momento como 

inocente, sin ser privado de su libertad, salvo en situaciones extremas, donde 

inexorablemente amerite su internamiento provisional en un centro penitenciario.  

Asimismo, Ramos (2019) en su tesis titulada “Prisión preventiva judicial y su 

relación con la vulneración del derecho de presunción de inocencia del investigado, 

lima 2017”, para optar el grado académico de Maestro en Derecho Penal por la 

Universidad Nacional Federico Villareal, Lima – Perú; expuso como objetivo general 

determinar la relación entre la prisión preventiva judicial y la vulneración del derecho 

de presunción de inocencia del investigado, Lima-2017. En cuanto a la 

metodología, se basó en una de investigación descriptiva, correlacional, con un 

diseño experimental de corte transversal. Se llegó a la conclusión de que la 

excesiva utilización de la prisión preventiva incide en la afectación del derecho a la 

libertad de un procesado.  

De acuerdo a lo establecido por el autor, coincidimos respecto a la mala praxis 

utilizada respecto a la institución jurídica de prisión preventiva, teniendo en 

consideración los constantes requerimientos fiscales y la aceptación por parte del 

juzgador, sin mediar los alcances, efectos y sus implicancias.  

Por otro lado, como antecedentes internacionales, tenemos a Junco (2019) 

en su tesis titulada “La violación del derecho humano de presunción de inocencia, 

en la aplicación de la prisión preventiva en México”, para obtener el grado de 

Maestra en derecho procesal constitucional por la Universidad Michoacana de San 

Nicolas de Hidalgo – México; Formulo como objetivo general demostrar que la 

aplicación de la prisión preventiva como medida cautelar, es violatoria del derecho 

humano a la presunción de inocencia. En cuanto a la elaboración se realizó una 

investigación documental en base a teorías e información detallada, utilizando el 

método inductivo. El autor concluye afirmando que, se infringe al investigado en su 

calidad de no culpable si la autoridad judicial utiliza la medida cautelar de privación 
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de libertad como primera alternativa, a pesar de que bien podría dictaminarse otras 

medidas menos gravosas. Efectivamente, concordamos con lo mencionado por el 

autor respecto a que privar de la libertad a un investigado no debe ser el 

denominador común, sino la regla de excepción, cuando resulte 

incuestionablemente necesario acreditar la participación del presunto autor delictivo 

durante la investigación en curso. 

Del mismo modo, Velarde & Alvarado (2018) en su tesis titulada “La incorrecta 

aplicación de la prisión preventiva, en su afectación a la prisión preventiva”, para 

obtener el título de abogado por la Universidad de Guayaquil – Ecuador; propuso 

como objetivo general elaborar una reforma al artículo 522 del código orgánico 

integral penal, con la finalidad de que el principio de presunción de inocencia no 

siga siendo objeto de vulneración. A su vez, en el marco metodológico se empleó 

un enfoque cualitativo, por medio de la técnica de entrevistas en torno a la 

recopilación de información doctrinaria. Se llegó a la conclusión de que la 

inobservancia de los criterios en los casos de prisión preventiva, lesionan la 

dignidad de la persona humana de mantenerse libre durante la investigación 

mientras no se determine su culpabilidad.  

Además, Rojas (2016) en su tesis titulada “La responsabilidad del estado-juez 

por prisión preventiva”, para optar por el grado de licenciatura en derecho por la 

Universidad de Costa Rica; planteó como objetivo general establecer la 

contradicción entre la inculpabilidad de un procesado y su encarcelamiento como 

medida provisoria. En cuanto al aspecto metodológico, se realizó de manera 

sistemática un estudio sobre la doctrina legislativa y normas internacionales 

comparadas con el ordenamiento jurídico local. Se concluyó que la prisión 

preventiva no debe ser percibida como una pena anticipada, sino que debe ceñirse 

a los propósitos de aseguramiento de investigación.  

Estamos de acuerdo cuando el autor menciona que el criterio del juzgador de 

no debe versar sobre el castigo anticipado de someter a una persona al 

encarcelamiento, pretendiendo con ello ejercer un control social, teniendo en 

consideración que debe tenerse la absoluta certeza y no la duda para la 

determinación de culpabilidad en el investigado.  
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Realizada la exposición de los antecedentes, describiremos las categorías y 

subcategorías en relación a nuestros objetivos propuestos, contrastando 

información documentada que respalde la materia de investigación en curso. 

Nuestra primera categoría es la prisión preventiva, la misma que es definida como 

aquella medida que implica la restricción de libertad personal de un investigado con 

el propósito de asegurar su permanencia durante el proceso penal. (Haro, 2021). 

Por lo cual se infiere, que se persigue el objeto de no perturbar la labor de las 

investigaciones a cargo del fiscal, sobre todo en aquellos casos donde el procesado 

pretenda sustraerse de la justicia, intimidar testigos, desaparecer pruebas que lo 

incriminen e inclusive corromper autoridades funcionarias. 

Asimismo, Sandoval (2020) sostiene que emplear la privación de libertad a un 

imputado conlleva a tener límites en su aplicación, respetando los principios y 

proporción de la medida infringida. Es por ello que, Baradaran (2017) resalta la 

excesiva discrecionalidad que tienen los juzgadores al momento de emitir 

sentencias de detención temporal. De lo expresado por el autor, podemos colegir 

que, si bien se pretende otorgar de mayor seguridad jurídica a la investigación, no 

obstante, las decisiones judiciales deben respetar estrictamente lo establecido en 

cuanto a los criterios para su calificación, caso contrario estaríamos ante la 

inminente sanción de una pena anticipada.  

Por otro lado, Kostenwein (2015) suscribe que, mientras transcurre las 

investigaciones el detenido mantiene su derecho a presumir su inocencia, la misma 

que deberá variar en caso de demostrarse su culpabilidad delictiva. Lo cual 

significa, que se deben realizar las averiguaciones respectivas, contrastadas con 

testimonios y medios de prueba, para que, al cabo del mismo, se generen 

convicción al juzgador que posteriormente decida dictaminar la privación de su 

libertad, teniendo en cuenta de que no exista una medida menos gravosa.  De igual 

forma, Baker, et., al (2020), sostienen que la legislación debe optar por buscar otros 

mecanismos para aquellas personas vulnerables que enfrenten casos de detención 

provisional. Por lo cual se deduce, que el propósito es disminuir el impacto que 

puede generar en el investigado una sanción anticipada sobre un supuesto hecho 

delictivo que aún no ha sido probado fehacientemente en juicio. 
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Seguidamente, como primera subcategoría, tenemos a los presupuestos de la 

prisión preventiva, comprendida como aquellos criterios que se deben considerar 

para su aplicación, es por ello que el artículo 268 del código penal, determina tres 

concurrencias para su aplicación, haciendo mención 1) Graves y fundados 

elementos de convicción, 2) Prognosis de la pena, 3) Peligro procesal. En dicho 

contexto, Atencio (2019) sustenta que, solo puede privarse de libertad a un 

investigado cuando se logra conjugar todas las dimensiones previstas en la norma, 

valorando de forma conjunta sobre cada una de ellas. De lo cual se infiere, que, 

para su calificación, los magistrados deben profundizar si resulta absolutamente 

necesario o existen medidas alternas que cumplan su propósito.   

Del mismo modo, Cusi (2017) menciona que, para dictaminar la coerción 

personal, deben concurrir tanto participación de un agente en un acto delictivo, 

como la concurrencia de todos los elementos previstos en la norma para su 

aplicación. Se entiende que, del razonamiento conjunto de todos los presupuestos, 

se podrá realizar una correcta valoración de los medios de prueba, dicho de otro 

modo, se tiene que vencer la inocencia de un imputado para demostrar 

fehacientemente que estamos ante la posibilidad del autor de un delito, de esta 

manera los magistrados deben dictaminar sus decisiones fundamentadas en los 

criterios establecidos en la norma procesal penal.  

Además, Gutiérrez (2018) precisa que, para implantar una medida coercitiva 

que ocasione la restricción de libertad ambulatoria, se necesita que los 

presupuestos tengan concordancia con la imputación delictiva. Del mismo modo, 

Concordamos con el autor, debido a que, de no existir el respeto a los parámetros 

establecidos en la norma, estaríamos el inobjetable perjuicio de la dignidad 

humana, situación que concierne el estudio exhaustivo de parte del juzgador sobre 

el análisis de los requisitos no solo de elementos de convicción, sino de que la pena 

supere los cuatro años como prognosis y además que exista un riesgo de fuga u 

obstaculización de la labor fiscal.  

En relación a nuestra segunda subcategoría, referida a la motivación de 

resolución que dicta la prisión preventiva, Moscoso (2020) afirma que, cuando el 

juez decida sobre la petición fiscal de una medida restrictiva de libertad personal, 

debe justificar sus argumentos, motivando y desarrollando la explicación sus 
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razones lógicas y congruentes para cada caso en particular. De lo expresado por 

el autor, se advierte que los magistrados tienen que dar una explicación de motivos, 

donde se excluya de toda duda razonable la posibilidad de encontrarse frente a un 

investigado inocente, en otras palabras, la vehemencia en la sospecha de las 

pruebas acumuladas debe dar certeza al juzgador sobre la cuasi comisión de un 

hecho delictivo.  

En esa misma línea, Bustamante y Palomino (2018) hacen énfasis al aseverar 

que, mientras exista una indebida motivación en los dictámenes judiciales de 

privación de libertad, se empleara la condena subjetiva del juzgador hacia el 

investigado, situación que lastimara constantemente a la presunción de inocencia. 

Se deduce que, siendo una garantía jurídica, las autoridades judiciales tienen la 

responsabilidad de exponer con motivos justificados la razón de sus decisiones, es 

decir, no se trata de la imposición subjetiva, arbitraria, caprichosa o antojadiza del 

parecer de un Juez, ni tampoco por razones ajenas al expediente en curso como 

puede ser presiones de índole mediático o político.  

Por otro lado, Shuo (2021) sostiene que en la aplicación de la sanción de 

privación de libertad temporal debe ponderarse si el alcance de la pena se sujeta a 

los cánones legales establecidos en la norma. Lo cual significa tener presente los 

derechos humanos inherentes a la persona con el propósito de establecer límites 

en la utilización de dicha institución jurídica que pueda evitar consecuencias 

nefastas y negativas para el procesado, sobre todo teniendo en cuenta que no 

motivar correctamente una medida coercitiva implica violentar la dignidad e 

integridad física y psicológica que posteriormente puede generar la consecución de 

daños irreversibles que no puedan ser resarcidos por el Estado.  

Nuestra segunda categoría es la presunción de inocencia, entendida como una 

garantía por la cual, cualquier persona que sea sindicada como autor en un hecho 

delictivo, tiene la prerrogativa de no ser calificada como culpable, mientras al final 

de un proceso justo, se logre demostrar su culpabilidad. (Cristaldo, 2020). 

Concordamos con lo expresado por el autor, en el extremo de reconocer que 

existen diferencias sobre la situación jurídica de un procesado, que aún no recibe 

una condena definitiva y aquel agente donde legítimamente sí se probó su 
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participación como autor de un delito, en otras palabras, presumir la inocencia de 

una persona implica mantener su estado de inculpabilidad.  

En relación con ello, Ferreres (2022) menciona que, la inocencia de una persona 

goza de preponderancia primigenia cuando aún se encuentra en proceso de 

investigación, ninguna autoridad puede dictaminar lo contrario, mientras no 

concluya la totalidad del proceso penal. En efecto, coincidimos con la postura del 

autor cuando suscribe la superioridad de un derecho constitucional, puesto que se 

debe primar la imparcialidad de las decisiones judiciales, sobre aquellos casos que 

se encuentran en etapa de investigación, lo cual implica denegar la posibilidad de 

una sanción anticipada por parte del juzgador. 

De igual forma, Boutaud (2021) pondera que, el derecho a ser calificado como 

inocente responde a la explicita seguridad jurídica de que ningún ciudadano pueda 

ser subjetivamente acusado por autoridad judicial alguna. Lo cual significa, la 

negativa de estigmatizar a un agente que se encuentra en proceso de investigación 

sobre la imputación delictiva acusatoria en su contra, por el contrario, podría quedar 

demostrado posteriormente que no se vincula al presunto autor del delito con las 

acciones acontecidas que narren los hechos, por lo que se deberá considerar en 

todo momento el respeto de su dignidad, situación que los magistrados deberán 

tener a buen recaudo para evitar su excesiva permanencia en un centro carcelario.  

Además, Bradley (2020) sostiene que, no se puede justificar la detención del 

presunto autor del delito sin antes vencer el grado de inocencia que le corresponde. 

De lo expresado por el autor se infiere la existencia de un exceso penal por parte 

de las autoridades judiciales que priorizan la restricción de libertad temporal de un 

investigado que su derecho constitucional de ser tratado como inocente mientras 

en una sentencia firme y consentida no se compruebe su responsabilidad en la 

comisión de un acto delictivo, dicha situación trae como consecuencia el aumento 

de casos de personas procesadas que se encuentran en la eterna espera de una 

decisión justa.  

Como primera subcategoría tenemos el tratamiento del procesado, la cual 

define la existencia en la consideración de inocencia sobre el trato que reciba un 

investigado durante el proceso en curso (Valenzuela, 2018).  Se infiere que, 
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debemos tratar al imputado como inocente, mientras no exista una sentencia 

condenatoria firme, debidamente motivada en su contra, lo cual significa tratar el 

inocente como no culpable, considerar inocente a una persona significa asumirla 

como inocente, concebirla como inocente y por lo tanto tratarla como inocente, a 

eso se le denomina regla de tratamiento, sin importar condición alguna. 

Asimismo, Luque (2020) sostiene que, desde que se somete un investigado al 

dictamen de una privación temporal de libertad, se debe respetar el derecho a su 

inocencia. Por otro lado, Digard & Swavola (2019) afirman que, las condiciones 

deplorables de los investigados inmersos en un proceso penal produce 

consecuencias nefastas que afectan el tratamiento del procesado. Ello implica que 

el imputado debe recibir en todo momento un tratamiento adecuado considerando 

la posibilidad de probar su inculpabilidad mediante una condena absolutoria, sobre 

todo teniendo en cuenta que, en reiteradas ocasiones, se lesiona la dignidad de la 

persona, cuando muestran a un investigado con los chalecos puestos de culpables, 

mostrando frente a la opinión pública mediante cámaras de grabación y fotografías, 

mermando su autoestima y vulnerando su honorabilidad. 

Por otro lado, Murdoch & Jiricka (2016) mencionan que, las condiciones que 

reciben los procesados recluidos por una medida de privación de libertad afectan 

su dignidad humana. En tal sentido, podemos inferir que el exceso de carcelería a 

las que son expuestos los investigados en condiciones deplorables, el grado de 

violencia a la que son sometidos, la afectación a su honor y reputación frente a la 

sociedad, el daño psicológico y moral tiene como consecuencia situaciones 

contraproducentes que deterioran su integridad somática, su estado de salud y la 

incertidumbre de saber si conseguirán una condena justa, repercute 

indubitablemente en la calidad de vida a la que finalmente son expuestos.  

Nuestra segunda subcategoría es el cumplimento de plazos procesales de 

dicha medida, el problema radica en la constante ampliación de plazos que solicitan 

los fiscales para su investigación y la concesión de los jueces ante dicha petición lo 

cual implica una permanencia absurda e innecesaria en la restricción de libertad 

personal de un investigado (Vera, 2015). De lo expresado se puede colegir, los 

excesos de carcelería de quienes luego de una extensa privación de libertad, 



12 

incluso se demuestra que no tienen responsabilidad penal alguna, situación que 

tiene como consecuencia daños irreversibles.  

En tal sentido, Dobbie, et., al (2018), mencionan que la extensión en la 

temporalidad de los plazos provoca que el detenido negocie otras formas de 

obtener su libertad. De lo expresado, se deduce que en muchas ocasiones a pesar 

de que un procesado inculpado de las pesquisas en su contra, este obligado a 

utilizar el mecanismo de legal de la terminación anticipada con la condición de no 

permanecer más tiempo recluido de su libertad, dado que en muchos casos el 

juzgador les permite recobrar su libertad a cambio de auto declararse autores del 

delito.  

Finalmente, Ramírez (2018) sustenta que, la lógica de emplear la razonabilidad 

de un plazo estipulado, responde la imperiosa necesidad de que el investigado no 

perdure en dicha calidad de larga espera hasta el tramo final de su sentencia. De 

esta manera, lo que se busca es evitar el exceso de prorrogas de plazo 

innecesarias, con el pretexto de mantener en prisión a una persona, que luego de 

vencida el plazo, no se encuentren medios probatorios fehacientes para sostener 

una acusación en su contra.  

Por otro lado, como enfoque conceptual tenemos a la prisión preventiva, 

como medida de carácter excepcional empleada por el juez para asegurar la 

investigación, asimismo la culpabilidad, entendida como la posibilidad de 

reprochar penalmente al autor de un acto antijurídico, en ese sentido tenemos 

también,  la sospecha vehemente, la cual significa la existencia de indicios graves 

en la investigación y finalmente la prognosis de la pena, la cual trata de la 

magnitud del presunto daño ocasionado por el imputado y la pena que deberá 

aplicarse.  

III. METODOLOGÍA 

3.1. Tipo y diseño de investigación: Para lograr los objetivos de la presente 

investigación se utilizó un enfoque cualitativo, se estudiaron datos obtenidos a 

través de la percepción, el análisis y la interpretación de los investigadores, 

basados en nuestro propio criterio y experiencia. Según Guevara (2020) en el 
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estudio cualitativo, se plasma una realidad conforme a la averiguación del contexto 

estudiado en la investigación pudiendo ser de índole participativa o etnográfica. 

El trabajo de investigación responde a un diseño de tipo básico descriptivo, 

como lo menciona Guevara (2020) la tendencia será realizada en base a las 

características y elementos distintivos que permitan obtener la identificación 

detallada del objeto de estudio. En tal sentido, emplearemos mecanismos 

metodológicos correspondientes a la realización descriptiva de la materia en 

concreto, que nos permita realizar un análisis en detalle sobre la investigación en 

curso, con el propósito de plasmar mediante un estudio científico el contexto natural 

de la materia estudiada.  

Asimismo, teniendo en cuenta la recopilación de datos extraída de las máximas de 

las experiencias por parte de los operadores legales expertos en el ámbito penal y 

constitucional, estudiaremos la normativa respecto a la figura jurídica de prisión 

preventiva y su aplicación, analizando jurisprudencia, sentencias judiciales y plenos 

casatorios, con el propósito de comprender nuestro objeto de estudio. De esta 

manera, Esteban (2018) sostiene que la investigación básica descriptiva se apoya 

en la suma de datos característicos sobre aquello que el investigador se propone 

probar. Significa entonces, que toda información recopilada durante la investigación 

debe dar respuesta al objeto de estudio y por supuesto a la hipótesis planteada por 

el objeto de estudio.  

Por otro lado, su diseño es teoría fundamentada, debido a que tiene como 

propósito aportar conocimientos exhaustivos sobre una realidad específica, 

mediante la información recopilada podremos distinguir y reconocer las categorías 

teóricas de nuestro trabajo procedentes de la fuente de información recabada y su 

respectivo análisis y contrastación. De esta manera se obtiene respuestas a las 

interrogantes planteadas que determinan si se cumplen los supuestos planteados 

en el presente estudio. 
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3.2. Categoría, subcategoría y matriz de categorización: El presente estudio 

utiliza como herramienta la selección de categorías por las cuales desarrollaremos 

la temática que se desprende de ellas, resaltando la importancia de un propicio 

abordaje en la investigación, ciñéndola de claridad y dotándola de una organización 

teórica de elementos materia de análisis. Por otro lado, la categorización implica la 

forma por la cual se busca reunir una información dándole ciertos parámetros, que 

permitan tanto, reducirla y ordenarla, así como establecer las preguntas que 

debemos dirigir hacia nuestros operadores del derecho en materia Penal y 

constitucional. De esta manera, en el presente estudio presentamos dos categorías 

que en su interior presentan sus propias dimensiones expresamente delimitadas en 

la siguiente tabla.  

Tabla 1 
Categorización 

Categorías Subcategorías 

 
Prisión preventiva               

Presupuestos de la prisión preventiva.  
 
Motivación de Resolución que dicta la Prisión 
Preventiva. 

 
Principio de presunción de inocencia 

Tratamiento del procesado 
 
Cumplimiento de plazos procesales de dicha 
medida 

 

3.3. Escenario de estudio: Respecto al escenario de estudio Arispe (2020) indica 

que, se deben emplear elementos que mantengan concordancia con el contexto y 

su realidad. Por lo cual se infiere, que el investigador tiene la posibilidad de recibir 

la información esencial de la temática que se encuentra realizando, todo ello bajo 

un marco y entorno prudente que le permitan obtener la mayor comprensión sobre 

su objeto de estudio.  

De esta manera, que en el presente estudio decidimos implementar como 

escenario el Distrito Judicial de Lima, el mismo que pertenece al departamento de 

Lima, situado en el territorio nacional peruano, se empleó esta selección judicial 

debido al aumento de casos sobre privación de libertad, derivada de sentencias de 

prisión preventiva como medidas cautelares en el proceso penal. En tal sentido, se 
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consideró de suma importancia que, al realizar el estudio, en ámbito del mismo, 

responda específicamente la esencia de la hipótesis de nuestra investigación.  

3.4. Participantes: La selección de los participantes corresponde a la especialidad 

profesional y experticia en materia penal y constitucional de abogados litigantes que 

brindan función jurisdiccional en el Distrito Judicial de Lima, de esta manera se 

consigue tener una visión real y detallada de los procesos de juzgamiento 

anticipado en casos de prisión preventiva. En tal sentido, dentro de los 

profesionales designados, contamos a su vez con magistrados y fiscales que 

ejercen funciones en distintas jurisdicciones de Lima, con el propósito de tener una 

mayor claridad sobre nuestro objeto de estudio.  

Se empleó conforme a la experiencia, especialidad y función jurisdiccional una 

lista de diez operadores del derecho quienes serán considerados como los 

participantes en el presente trabajo de investigación, para lo cual detallaremos la 

siguiente tabla:  

Tabla 2  
Lista de entrevistados  

Nombres y apellidos Profesión Especialidad Experiencia 
laboral 

Marco tulio, Domínguez matos  Abogado 
Penalista 

Abogado litigante especializado en Derecho 
Penal. 

 
12 años 

Joe Bernabé, vera Saldaña Abogado 
Penalista 

Abogado litigante especializado en Derecho 
Penal. 

 
10 años 

David Arturo, Aguilar Ponce Abogado 
Penalista 

Abogado litigante con maestría en Derecho 
Penal y Procesal Penal. 

 
15 años 

Roberto, porras flores Abogado 
Penalista 

Abogado litigante especializado en Derecho 
Penal. 

17 años 

Luis Alberto Revilla Fernández. Abogado 
Penalista 

Especialista Legal en el 46° Juzgado Penal del 
Distrito Judicial de Lima. 

 
7 años 

Kenny, Coral Molina 
 

Abogado 
Penalista 

Abogado Litigante en Derecho Penal.  3 años 

Oswaldo, Huamán rondón Abogada 
Penalista 

Abogado Litigante en Derecho Penal 13 años 

Rodrigo, Olano Romero Abogado Penalista Abogado Litigante en Derecho Penal 8 años 

Bertha Liliana, Antícona 
Panaspaico 

Abogada 
Penalista  

Abogada Litigante en Derecho Penal 15 años 

Andrés, Morales Cerna Abogado 
Penalista  

Abogado Litigante en Derecho Penal 12 años 
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3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos: En la elaboración del 

presente trabajo se emplearon como técnicas de investigación la entrevista y el 

análisis de fuente documental. Respecto a la entrevista, Menciona (Hernández, et 

al., 2014) que la entrevista, es una técnica de gran utilidad que tiene como fin, 

recabar datos que ayudan a la investigación, mediante el dialogo los informantes 

nutren de conocimientos al entrevistador, de mayor comprensión sobre el contexto 

estudiado o sobre sus propias experiencias. En relación al Análisis Documental, 

proporciona al investigador mayores alcances sobre la eficacia de su resultado, 

debido a que se realiza un análisis de los distintos documentos que sirven como 

medio de información para alcanzar los objetivos deseados.  (Hernández, et al., 

2016). 

 

Es por esta razón, que empleamos una guía de entrevista, que permita tener 

un mayor alcance  de la experiencia recogida por los juristas participantes en la 

etapa preliminar de aplicación de medidas cautelares como el presente caso sobre 

prisión preventiva, por lo cual se pretende comprender si aquellos requisitos 

taxativamente establecido en el ordenamiento sancionador se cumplen conforme 

la norme establece, en dicho extremo nuestra guía de análisis documental 

versara en el estudio de diversos materiales de investigación, como son revistas 

científicas, plenos casatorios, normativa penal, doctrina nacional e internacional, 

sentencias y plenos casatorios, todo ello con el propósito de entender la realidad 

en las decisiones judiciales de los magistrados encargados de tomar decisiones 

sobre privación de libertad y si las mismas responden a los cánones y parámetros 

establecidos no solo en el ámbito penal, sino si se respeta dicha aplicación en 

materia constitucional, considerando principalmente el alcance de los especialistas 

conocedores de la materia.  
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3.6. Procedimiento: El estudio actual utilizó un enfoque cualitativo que 

responde al desarrollo de la teoría fundamentada para introducir las herramientas 

informativas necesarias y centrarse en las preguntas y los 

objetivos de investigación declarados, de igual forma, para la elaboración del marco 

teórico se hizo una recopilación  información de datos, tomando en cuenta las  

diversas publicaciones de artículos científicos y revistas indexadas con una 

antigüedad en su mayoría no menor a 5 años de data, asimismo se analizó 

jurisprudencia relevante que fue aplicada en el instrumento del análisis documental.  

Para las entrevistas, previamente se coordinó con los agentes jurídicos 

respectivos, participantes especialistas en Derecho Penal y derecho Procesal 

Penal y de esta forma se estableció el horario respectivo a realizar las mismas a 

cada participante. Se utilizaron las herramientas virtuales respectivas como el 

Wasap y el ZOOM, siempre respetando su disponibilidad de tiempo de los 

participantes, acorde con su recargada labor. En la realización de la entrevista de 

cada participante se pudo obtener los criterios individuales legales, esto conllevó a 

crear la matriz de triangulación, base fundamental para la elaboración del presente 

trabajo. El procedimiento indica la manera en cómo se obtuvo información por parte 

de la muestra seleccionada. 

3.7. Rigor científico: Los parámetros científicos son los que respaldan los 

argumentos de investigación; asimismo cumpliendo con la mayor veracidad y 

autenticidad que el trabajo amerita. Siempre bajos las normas prescritas por 

nuestra alma mater, de esta forma se garantiza y se entabla un estudio serio y 

profundo en base a la información adecuada y oportuna. 

Debemos dejar muy en claro que los datos aquí presentados y expuestos se 

ajustan a la realidad, bajo ninguna circunstancia han sido plagiados, inventados y 

muchos menos duplicados.  

Es oportuno hacer mención que según Hernández (2018) indicó que la 

investigación de conocimientos debe aplicarse criterios que respalden la 

credibilidad, la auditabilidad, conformabilidad, transferibilidad, aplicabilidad y 

veracidad de los resultados que se presentó en la tesis, por ello fundamentamos en 

relación a la realidad investigada.  
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Esto lo evidenciamos en la aplicación de la Guía de Entrevista obteniendo un 

magnífico resultado, tal como aparece en la Tabla N° 3. 

Tabla 3  
Validación de la guía de entrevista  

Validación de la Guía de Entrevista 

Especialista Cargo Porcentaje Condición 

Luis Leonidas,  
Castro Roldan  

Docente de la 
Universidad César 
Vallejo. 

 
95% 

 
Aceptable 

Ángel Fernando, La Torre 
Guerrero 
 

Docente de la 
Universidad César 
Vallejo. 

 
95 % 

 
Aceptable 

 
Enrique Jordan, Laos 
Jaramillo 

Docente de la 
Universidad César 
Vallejo. 

 
95% 

 

 
Aceptable 

Fuente: Elaboración Propia, 2022 

3.8. Método de análisis de datos: En la investigación se han utilizado métodos 

descriptivos, hermenéutico e inductivos, porque son objeto de investigación, 

valoración, evaluación del ordenamiento jurídico nacional e internacional, así como 

de enseñanzas jurisprudenciales, precedentes vinculantes, acuerdos plenarios, 

trabajos académicos, etc. En cuanto al método descriptivo, las herramientas de 

recolección de datos pueden vincularse para profundizar el fenómeno comúnmente 

estudiado, lo cual resulta imprescindible para la estructuración de la información 

estudiada, poder contrastarla y hacer una descripción sobre las decisiones de las 

autoridades judiciales que permita a los examinadores reconocer, anticipar y ser 

conscientes de los dilemas o problemas basados en esta investigación. 

Del mismo modo se empleó, el método de análisis hermenéutico, la cual 

implica un proceso dialecto, donde el investigador interpreta los fenómenos, con la 

finalidad de tener una mayor comprensión de su objeto de estudio, en ese sentido 

se interpreta la literalidad del texto por etapas cuyo propósito radica en comprender 

el problema estudiado.  

Finalmente, acerca del método inductivo, se realizó una investigación con el 

objetivo de crear soluciones decisivas a partir de las investigaciones procesadas, 
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en particular las diversas suposiciones expresadas. Esto nos permitió evaluar los 

eventos que queríamos en la práctica y mostrar conclusiones generales sobre los 

supuestos previstos. 

3.9. Aspectos éticos: En la construcción y elaboración del presente trabajo de 

investigación se cumplieron  las normas internas y se estudió tanto para el nivel 

teórico como para la recolección de datos, con el máximo principio éticos  de la 

Universidad Cesar Vallejo, se señala que se cumple con citar y referenciar, según 

los lineamientos de la American Psychological Association (APA), parafraseado en 

forma taxativa a los autores citados; asimismo, los aportes de otros autores que 

han servido como respaldo teórico en este estudio; también, se ha mantenido en 

total reserva y con sumo cuidado de no revelar datos confidenciales de los 

participantes, así como, el consentimiento y autorización de algunos entrevistados, 

a quienes se le informó la finalidad de la temática investigada. Siempre respetando 

los derechos del autor como lo tipifica el Decreto No. 822, Reglamento del Derecho 

de Autor. Por lo tanto, deseamos presumir que cuando hablamos de calidad, 

mencionamos que el presente trabajo de investigación cumple con todas las 

exigencias del marco de una investigación seria y responsable, recogiendo 

referencias de varios estudios científicos sobre este tema y condensando de forma 

selecta lo más destacado sin propiciar un cambio sustancial de su naturaleza. 

IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN: Seguidamente se explicarán los resultados 

alcanzados conforme a los datos obtenidos, tanto de la guía de entrevista, como de 

la guía de análisis documental.  

En relación al objetivo General: Determinar de qué manera los magistrados 

utilizan la institución jurídica de la prisión preventiva en contraposición al principio 

de presunción de inocencia en el Distrito Judicial de Lima, se obtuvo como primer 

resultado que “Los magistrados determinan la prisión preventiva cumpliendo los 

presupuestos establecidos en el artículo 268 del Código Procesal penal, la casación 

de Moquegua 626-2013 y el Acuerdo Plenario 01-2019/cij-116”; conforme a ello se 

identificaron las categorías que son: La prisión preventiva y el principio de 

presunción de inocencia.  
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Por otro lado; los magistrados determinan la prisión preventiva aplicando los 

presupuestos establecidos en el artículo 268 del código procesal penal, dichos 

criterios se establecen en base al peligro procesal, la prognosis de la pena y la 

existencia de graves y fundados elementos de convicción que acrediten la 

responsabilidad del imputado. Además, como doctrina jurisprudencial vinculante se 

toma en consideración la casación 626-2013- Moquegua y el Acuerdo Plenario 01-

2019, /cij-116, donde los Jueces dejan en claro que para expedir un mandato de 

prisión preventiva tiene que existir un alto grado de probabilidad de que el 

investigado pueda ser el presunto autor de un delito, lo que se conoce como 

sospecha fuerte o vehemente, por lo cual no se puede basar en meras 

especulaciones, suposiciones, o hipótesis sin respaldo probatorio.   

Otra parte de los entrevistados, considera que existe incidencia entre el 

dictamen de prisión preventiva y el principio de presunción de inocencia, 

manifiestan que se dicta dicha medida cautelar en contra del investigado con el 

objetivo de presionarlo, persuadirlo de acogerse a mecanismos de delación 

premiada, como es el caso de la figura jurídica de colaborador eficaz, o confesión 

sincera, además mencionan que la exposición pública ante los medios de 

comunicación produce serio perjuicio en el investigado,  debido a que se le colocan 

marrocas y chaleco con el rótulo de detenido afectando su dignidad, su honor, su 

buena reputación e imagen ante la sociedad, situación que pone en  evidencia que 

el encarcelamiento temporal no puede dictaminarse como respuesta a intereses 

políticos, al clamor popular o a ciertos grupos de poder, sin comprobar 

objetivamente los requisitos exigidos por ley.  

No obstante, otra parte de los entrevistados señalaron que, sí se cumplen con 

los presupuestos materiales establecidos en la norma penal, como es el caso de la 

sospecha grave, fuerte o vehemente que genere fiabilidad en la tesis incriminadora 

del Ministerio Público, no tendría mayor incidencia dicha medida cautelar.  

Del mismo modo, los entrevistados consideran que se ha utilizado 

frecuentemente e indebidamente la figura jurídica de la prisión preventiva, de tal 

manera que los jueces mediante el Acuerdo Plenario 1-2019/CIJ-116 establecieron 

criterios como el grado de sospecha fuerte o vehemente, la incidencia probatoria, 

la razonabilidad y proporcionalidad de la medida y la motivación suficiente, todo 
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ello, con el propósito de mitigar los abusos en su aplicación. Del mismo modo, 

señalaron que el mandato de prisión preventiva emitida por el juez de primera 

instancia ha sido posteriormente objeto de corrección por la Sala Superior, e 

inclusive por el propio Tribunal Constitucional, en razón de la indebida valoración 

de los presupuestos para su aplicación, en opinión de los entrevistados, el empleo 

irracional de dicha medida de coerción, en muchas ocasiones responde a presiones 

políticas, mediáticas o por falta de contundencia en la investigación fiscal.  

Siguiendo con los resultados tenemos a la guía de análisis documental 

titulada “casación 626-2013- Moquegua”, en la cual se advierte respecto a las 

resoluciones que declaren fundadas los mandatos de privación de libertad, la 

existencia de una debida motivación en las decisiones del juzgador, además se 

desarrollan en sus fundamentos, dos criterios adicionales a lo establecido en el 

código procesal penal, las cuales tratan sobre la proporcionalidad de la medida y la 

razonabilidad en el plazo de su duración; asimismo se establece que el Ministerio 

Público tiene que fundamentar su requerimiento de prisión preventiva solo cuando 

sea idóneo,  absolutamente necesario y proporcional. 

Asimismo, la guía de análisis documental titulada “Acuerdo plenario 01-2019, 

/cij-116”, en la cual se menciona respecto a los elementos de convicción, que las 

sospechas no deben basarse en simples hipótesis sin tener respaldo probatorio, en 

tal sentido el grado de sospecha debe ser tal, que genere un alto grado de 

convencimiento al juzgador sobre la posibilidad de que el investigado sea el posible 

autor del hecho delictivo. Asimismo, se detallan también otros aspectos como el 

peligro procesal, (peligro de fuga y obstaculización a la justicia), en la cual se 

menciona que no será necesario que se confirme la concurrencia de ambos, en tal 

sentido, ante cualquiera de los dos supuestos normativos, se podrá emitir dictamen 

de prisión preventiva.   

En ese sentido, respecto a la discusión encontramos que nuestro resultado 

guarda relación con lo señalado por Cusi (2017), donde afirmó que, para determinar 

la prisión preventiva, es preciso que el juez realice un razonamiento conjunto de los 

presupuestos procesales, de tal manera que sus decisiones se ciñan únicamente 

en los criterios establecidos por la norma penal, situación que amerita además un 
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análisis de la jurisprudencia, casaciones y acuerdos plenarios, con el propósito de 

tener un mayor alcance en la interpretación de la excepcionalidad de la medida.  

De igual forma, los resultados tienen concordancia con la guía de análisis 

documental realizado sobre la casación 626-2013-Moquegua, donde en su 

cuadragésimo fundamento los magistrados desarrollan explícitamente la 

importancia de valorar conjuntamente el peligro procesal con los demás 

presupuestos establecidos en la normal penal, respecto a los grabes y fundados 

elementos de convicción y la prognosis de la pena, no obstante, consideramos de 

igual importancia que debe verificarse si la medida es totalmente pertinente sobre 

cada caso en particular, se debe acreditar de que existe proporcionalidad entre lo 

solicitado por el representante del Ministerio Público y el presunto hecho delictivo, 

para que de esta manera la duración de la medida sea razonable y no  resulte 

contraproducente ni afecte el derecho a la presunción de inocencia de toda persona 

que se encuentra inmersa en un proceso de investigación.    

Asimismo, coincidimos con los resultados obtenidos de nuestros entrevistados, 

al mencionar que a pesar de que la norma penal suscribe los presupuesto que debe 

existir sobre un dictamen de detención preventiva, los magistrados se apartan de 

los criterios establecidos en los distintos acuerdos plenarios, casaciones y 

jurisprudencia, debido por un lado, a la inobservancia de cada uno de sus 

elementos y por otro lado a la indebida motivación de las resoluciones que dictan 

prisión preventiva, razón por la cual las sentencias de primera instancia han sido 

revocadas y posteriormente corregidos por las Salas Supremas y Tribunal 

Constitucional, no obstante, la magnitud del daño ocasionado a un investigado 

inocente lesiona sus derechos fundamentales, a la dignidad, debido proceso, 

presunción de inocencia e incluso a su salud e integridad personal.  

Por otro lado, nuestro resultado concuerda con nuestro antecedente 

internacional, en donde Velarde & Alvarado (2018) en su investigación, menciona 

que, la inobservancia de los criterios establecidos para la prisión preventiva vulnera 

el derecho del procesado de mantener su libertad mientras aún no se decida su 

situación judicial. En tal sentido para la aplicación correcta de la privación de 

libertad en casos de medidas extremas o cuando el delito así lo amerite, ningún 
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requisito puede estar ausente, caso contrario estaríamos frente a la inminente 

lesión del derecho a la libertad personal del investigado.  

Es por ello, que, de los resultados obtenidos, se puede confirmar nuestro 

supuesto general dado que la forma en la cual los magistrados determinan el uso 

de la prisión preventiva, está sujeta a la correcta aplicación de los criterios 

establecidos en la normativa penal, cualquier dedición que no se ajuste a los 

requisitos que la ley exige, devendrá en resoluciones arbitrarias, abusivas y 

desproporcionales.  

En relación al Objetivo específico 1: Estudiar si la motivación de las 

resoluciones judiciales que dictan prisión preventiva vulnera el tratamiento del 

procesado, se obtuvo como segundo resultado que, la motivación de las 

resoluciones que dictan prisión preventiva vulnera el tratamiento del procesado 

cuando no se encuentran debidamente motivadas conforme a los criterios 

establecidos en la norma procesal penal. En ese sentido se distingue la 

subcategoría de presupuestos de la prisión preventiva y motivación de resolución 

que dicta la prisión preventiva. 

Los entrevistados señalan que, los criterios que se emplean para la motivación 

de las resoluciones judiciales, surgen a partir de los Expedientes Nº 04780-2017-

PHC/TC y 00502-2018-PHC/TC, Caso Ollanta Humala Tasso, donde los 

magistrados del Tribunal Constitucional fijaron pautas con el propósito de evitar su 

aplicación indiscriminada, explicaron por ejemplo respecto a la duración de las 

audiencias, cómo se debía motivar el auto que corresponde a una medida cautelar, 

estableciendo además qué se entiende por graves y fundados elementos de 

convicción. En dicho sentido, mencionaron que toda resolución expedida por el juez 

debe tener una adecuada motivación, sobre todo cuando estamos frente a una 

privación de libertad que afecta el derecho del procesado. Asimismo, señalaron que 

el problema no radica en los presupuestos establecidos en el código procesal penal, 

sino en la aplicación e interpretación que el juzgador pueda tomar como criterio 

para cada caso en particular. 

Por otro lado, los entrevistados mencionaron que las resoluciones judiciales de 

prisión preventiva que no se encuentren debidamente motivadas, vulneran la 



24 

calidad de trato que recibe un investigado, debido a que en muchas ocasiones son 

expuestos ante los medios de prensa como autores del delito, considerándolos 

culpables ante la sociedad, a pesar de que aún no existe una resolución firme y 

consentida que acredite su responsabilidad, de esta manera se afecta su derecho 

a la libertad personal, se daña su dignidad como persona frente a la sociedad, su 

autoestima, además que la materialización de dichas lesiones no pueden ser 

reparados económicamente, porque estamos frente a daños de índole psicológico 

y moral. Es por ello, que la motivación de las resoluciones que impliquen restricción 

de libertad personal, solo debe garantizarse para asegurar los fines del proceso 

penal, tiene que estar sometida a estándares de legalidad que no permita al 

juzgador apartarse y emitir una decisión contraria a derecho, motivo por el cual su 

incidencia es directamente proporcional, es decir, a mayor motivación, mejor 

tratamiento del procesado.  

Asimismo, los entrevistados mencionaron que debe considerarse como un 

aspecto importante para tener en cuenta en la motivación de las resoluciones de 

prisión preventiva, la proporcionalidad de la medida, mediante el cual el juez realice 

una ponderación entre las concurrencias de los presupuestos y la magnitud del 

impacto que puede ocasionar en el imputado, tal como lo establece la Casación 

1839-2018- Ancash, donde se suscribe la variación del mandato de prisión 

preventiva, por otras medidas menos gravosas que puedan cumplir con la misma 

finalidad, como podría ser el caso de un mandato de comparecencia simple o con 

restricciones, arresto domiciliario o impedimento de salida del país. Por otro lado, 

señalaron que en el contenido esencial del derecho y principio de motivación de las 

resoluciones judiciales debe existir suficiente argumentación legal y consecuente, 

entre lo solicitado por el fiscal y lo resuelto por el juzgador, en tal sentido debe existir 

una suficiente justificación de la decisión adoptada.  

Siguiendo con los resultados tenemos a la guía de análisis documental 

titulada “Expedientes Nº 04780-2017-PHC/TC y 00502-2018-PHC/TC”, caso 

Ollanta Humala Tasso, donde se exponen las razones del Tribunal Constitucional 

para anular la prisión preventiva en su contra, considerando que dicha medida no 

estaba debidamente motivada porque consideró solamente la manifestación de los 

testigos de cargo y rechazó los descargos del acusado, situación por la cual para 
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el colegiado resulta atentatorio contra el principio constitucional de presunción de 

inocencia, en dicho contexto se dejó en evidencia la ausencia del requisito de 

peligro procesal, toda vez que de la conducta del investigado, no se pudo colegir 

que quiera sustraerse de la justicia.  

 Asimismo, la guía de análisis documental titulada “Expediente N° 02534-

2019-phc/tc- lima”, caso Keiko Sofía Fujimori Higuchi, el Tribunal Constitucional 

establece, que la falta de motivación de los elementos de convicción su posterior 

corroboración, atentan contra  la libertad personal, además las instancias judiciales 

no lograron demostrar de manera explícita, cómo es que la imputada obstaculizó la 

labor fiscal de las investigaciones, advirtiendo que el juez dictaminó mandato de 

prisión preventiva bajo meras especulaciones y presunciones que en ningún 

momento del proceso pudieron ser probadas.  

 En ese sentido, respecto a la discusión encontramos que nuestro resultado 

guarda relación con lo señalado por Moscoso (2020), cuando afirma que, las 

resoluciones de prisión preventiva establecidas por los magistrados, deben 

justificar la razón de sus argumentos, la exposición fáctica y jurídica de sus 

fundamentos y que dicha deducción lógica tiene que guardar congruencia para 

cada caso en particular. Concordamos con el autor en el extremo de que el juzgador 

tiene que apartarse en su fuero interno, de cualquier duda razonable, teniendo la 

certeza de que se trata de la cuasi comisión de un delito que puede ser altamente 

probado en juicio, situación que amerita la valoración concatenada de los 

elementos requeridos por la normativa procesal penal.  

Por otro lado, nuestro resultado concuerda con nuestro antecedente nacional, 

en donde Rodríguez (2021), en su investigación menciona que la deficiencia en los 

criterios para motivar adecuadamente la prisión preventiva, responde a la poca 

uniformidad que existe en las decisiones de los magistrados al momento de 

esclarecer la razonabilidad y proporcionalidad de la medida.  En dicho sentido, 

consideramos que, si bien puede resultar necesaria para la investigación el 

asegurar la presencia del investigado, no puede aplicarse excesivamente su uso, 

alegando que sea mejor tener a un inocente preso, que tener un culpable en 

libertad, el espíritu de la norma constitucional establece la presunción de inocencia 

como un derecho y no como un estado de culpabilidad, o anticipo de pena.  
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De igual forma, los resultados tienen concordancia con la guía de análisis 

documental realizado sobre el Expedientes Nº 04780-2017-PHC/TC y 00502-2018-

PHC/TC, Caso Ollanta Humala Tasso, donde en sus fundamentos 63 y 64 se 

establecen que en casos de prisión preventiva se deben valorar las pruebas de 

cargo y descargo de quienes se encuentran en un proceso penal, sobre dicho 

análisis tiene que versar la claridad del juez para hacer un razonamiento que le 

proporcione la suficiente convicción de que se pueda estar frente al posible autor 

de un delito. Consideramos que el punto de partida para la correcta motivación de 

las resoluciones judiciales esta justamente en contrastar los medios de prueba que 

permitan generar certeza sobre la culpabilidad o inocencia de un investigado, por 

lo tanto, están exentas cualquier tipo de conjetura, especulaciones, criterios 

antojadizos e interpretaciones sesgadas por parte de los magistrados, quienes 

deben garantizar el derecho constitucional a la presunción de inocencia.  

Asimismo, coincidimos con los resultados obtenidos de nuestros entrevistados, 

cuando hacen mención de que toda resolución expedida por el juez debe tener una 

adecuada motivación que justifique las razones fácticas y jurídicas de los motivos 

por el cual se llegó a dictaminar prisión preventiva. Creemos pertinente acotar que 

al tratarse de una medida que implica la restricción de libertad personal debe 

dictaminarse tan sólo si es absolutamente necesario para asegurar los fines del 

proceso penal, otorgar seguridad jurídica y evitar que el procesado se sustraiga de 

la justicia intentando darse a la fuga o tratando de obstaculizar la justicia mediante 

la amenaza a los testigos, eliminación de documentos o intento de sobornos, entre 

otros. Sin embargo, la calidad del tratamiento que reciba la persona investigada no 

debe por ningún motivo equipararse a la de una persona culpable, pues ello aún no 

ha sido determinado por la justicia, situación que demanda el respeto a su derecho 

a la inocencia.  

Es por ello, que, de los resultados obtenidos, se puede confirmar nuestro primer 

supuesto específico, donde la motivación de las resoluciones judiciales que dictan 

prisión preventiva vulnera el tratamiento del procesado, cuando no existe una 

adecuada exposición de los argumentos que sustenten la aplicación de dicha 

medida coercitiva, considerando de que estamos frente a posibles lesiones del 

derecho a la libertad, dignidad e integridad física y somática de un investigado.  
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En relación al Objetivo específico 2: Analizar si la falta de aplicación de los 

presupuestos de la prisión preventiva vulnera los plazos procesales de dicha 

medida, se obtuvo como tercer resultado que, la falta de aplicación de los 

presupuestos vulnera los plazos procesales de dicha medida, cuando se incumple 

con la temporalidad de la medida, conforme al plazo de tiempo estipulado por el 

artículo 272 del código procesal penal. En ese sentido se distingue la subcategoría 

de tratamiento del procesado y cumplimiento de plazos procesales de dicha medida 

Los entrevistados consideran que las resoluciones que dictan prisión preventiva, 

no siempre cumplen con todos los presupuestos establecidos en el código procesal 

penal, la prueba más clara y evidente de ello, la encontramos en los diversos 

Acuerdos Plenarios, por el cual los jueces han intentado establecer un criterio 

uniforme en sus decisiones bajo parámetros que permitan colegir la existencia de 

criterios concatenados en su aplicación, como es el caso del Acuerdo plenario 1-

2019/CJ-116, la casación 026-2013 de Moquegua, e inclusive la emisión de la 

resolución del EXP N ° 04780-2017-PHC/TC y EXP N ° 00502-2018-PHC/TC en el 

caso Ollanta Humala, donde se fija que debe cumplirse con todos los presupuestos 

de la prisión preventiva, a fin de que venza el derecho a la presunción de inocencia. 

Por otro lado, señalan los entrevistados, que las resoluciones de prisión preventiva 

han sido posteriormente apeladas y observadas por las Salas Superiores, lo cual 

es un claro ejemplo de que en algunas ocasiones se incumplen los presupuestos 

establecidos para su aplicación. 

Por otro lado, los entrevistados mencionaron que la aplicación de los 

presupuestos de la prisión preventiva, incide en los plazos procesales, cuando no 

se estima una medida razonable de temporalidad en la investigación, el problema 

radica cuando muchos fiscales solicitan la ampliación del plazo estipulado, 

aduciendo de que tienen mucha carga laboral, que no tienen mucho personal o 

recursos para la investigación, situaciones que nada tienen que ver con el derecho 

del investigado a recibir la celeridad en el proceso, sobre todo porque se encuentra 

recluido en un penal, privado de su libertad, entonces se incide cuando el juez 

concede el petitorio de la detención provisional solicitado por el fiscal, por otros 

motivos que no se encuentran descritos en el artículo 268 del Código Procesal 

Penal, como requisitos para su determinación. Por otro lado, señalaron también, 
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que solo cuando sea absolutamente necesaria la prolongación del plazo, como en 

caso de delitos complejos o de organización criminal, según el artículo 272 de la 

normativa citada, es admisible su ampliación, previa evaluación de la valoración de 

todos los presupuestos en su conjunto.  

Del mismo modo, los entrevistados mencionaron el expediente N° 02534-2019-

phc/tc- lima, recaída en el caso de Keiko Sofía Fujimori Higuchi, donde el Tribunal 

Constitucional corrige los errores del Juez de primera instancia y que fue 

posteriormente confirmada por la Sala Penal sobre la prisión preventiva establecida 

en su contra, retrotrayendo las cosas al estado anterior de la emisión de dichas 

resoluciones y disponiendo de la inmediata libertad de la procesada. Por otro lado, 

también se hizo mención al caso mediático de Eva Bracamonte,  recluida en un 

penal por más de 3 años y luego la Segunda Sala Penal Transitoria de Lima, 

mediante la R.N. N° 348 -2016, declaró la inocencia de los cargos que se le 

imputaban por el presunto delito de parricidio, determinando además, que no se 

pudo demostrar durante todo el proceso alguna prueba que destruya la presunción 

de inocencia, razón por la cual el Tribunal deja en claro que la regla general es el 

derecho a presumir la inocencia de un investigado, mas no su culpabilidad. 

Finalmente comentaron la existencia de la valoración sesgada de algunos jueces 

al valorar los presupuestos de prisión preventiva, sobre todo cuando el titular de la 

investigación penal solicita la ampliación del plazo de investigación a pesar de no 

tratarse de un proceso complejo.  

Siguiendo con los resultados tenemos a la guía de análisis documental 

titulada R.N. N° 348 -2016, donde la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema 

decidió absolver de los cargos a la procesada Eva Bracamonte, debido a la 

inexistencia de medios probatorios fehacientes para subvertir el derecho 

constitucional a la presunción de inocencia que la protegía. Por tal motivo se ordenó 

archivar su proceso penal, sentando un precedente vinculante sobre la falta de 

aplicación de los presupuestos procesales y cómo éstos vulneran la temporalidad 

de dicha medida, la permanencia del investigado en un penal solo debe aplicarse 

cuando sea estrictamente necesario, razón por la cual no pueden prolongarse de 

forma abusiva los plazos que en un principio se encuentran taxativamente descritos 

en la normativa penal.  
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 Asimismo, la Guía de análisis documental titulada “Entrevistas en torno a la 

prisión preventiva”, en dicho artículo de investigación, reconocidos abogados 

defensores, fiscales y jueces a nivel nacional, vertieron sus opiniones sobre el 

tratamiento del procesado sometido a mandato de prisión preventiva analizando su 

desarrollo legal y jurisprudencial, así como el uso desmedido y desproporcionado 

de esta medida en nuestro país. En tal sentido, se explica la importancia del respeto 

en el cumplimiento de la temporalidad de la medida y como ello repercute en la 

calidad de trato de un investigado.  

En ese sentido, respecto a la discusión encontramos que nuestro resultado 

guarda relación con lo señalado por (Valenzuela, 2018) cuando afirma que, la 

calidad de tratamiento del procesado debe ser la de inocente, mientras no se 

compruebe su participación en un hecho delictivo mediante una sentencia firme y 

consentida, lo cual implica tratar al inocente como no culpable, asumirlo como 

inocente y por lo tanto tratarlo como inocente, sin importar condición alguna. 

Concordamos con lo expresado por el autor en el extremo de que, durante toda la 

duración del proceso penal, debe dejarse a las autoridades que realicen la 

investigación respectiva, sin estigmatizar socialmente a quien aún ostenta su 

derecho de inocencia, caso contrario estaríamos frente a una evidente vulneración 

al principio de presunción de inocencia.  

Por otro lado, nuestro resultado concuerda con nuestro antecedente 

internacional, en donde Junco (2019) en su investigación menciona que, la 

autoridad judicial vulnera la inocencia de una persona, cuando utiliza la prisión 

preventiva como primera alternativa de coacción, pudiendo valorar la existencia de 

otras medidas menos gravosas, que puedan cumplir con la misma finalidad. Desde 

nuestra perspectiva, creemos que si bien lo que se busca es salvaguardar la 

presencia del investigado durante el proceso penal con el propósito de que no se 

aparte de la justicia o pueda obstruir las investigaciones, considerando que el juez 

puede incurrir en error e inclusive tener una valoración sesgada sobre los 

presupuestos que estimen una medida adecuada, por lo tanto, se debe optar todo 

por la mejor decisión respetando en todo momento lo consagrado en nuestra carta 

magna.  
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De igual forma, los resultados tienen concordancia con la guía de análisis 

documental realizado sobre la R.N. N° 348 -2016, caso Eva Bracamonte, donde los 

magistrados de la Corte Suprema decidieron absolver a la procesada luego de 36 

meses de estar privada de su libertad al no encontrar prueba alguna que la sindique 

como culpable del delito de parricidio. Desde nuestro punto de vista, el exceso de 

carcelería debe ser tomando en cuenta por los jueces que dictaminan sentencias 

de privación de libertad, existen plazos establecidos por la norma penal que están 

hechos para cumplirse y su prevalencia depende objetivamente de la calificación 

de sus presupuestos, si como sociedad nos encargamos de estigmatizar a quienes 

se encuentran en proceso de investigación tendremos como respuesta la constante 

vulneración al derecho a la inocencia, creemos de que no se trata de realizar una 

especie de anticipo de pena sino por el contrario que no se incurra en el exceso, 

abuso y aplicación desmedida de dicha figura jurídica. 

Asimismo, coincidimos con los resultados obtenidos de nuestros entrevistados, 

cuando mencionan que debe existir una medida razonable que justifique la 

presencia del imputado durante el desarrollo del proceso penal. Consideramos que 

de ninguna manera se debe ir más allá de los plazos estipulados en la normativa 

penal y para ello se tiene que verificar que los presupuestos procesales se ajusten 

a derecho, que la medida no transgreda principios constitucionales ni mucho menos 

afecte el derecho inherente a la libertad como condición de toda persona en su 

calidad humana.  

Es por ello, que, de los resultados obtenidos, se puede confirmar nuestro 

segundo supuesto específico que la falta de aplicación de los presupuestos de 

la prisión preventiva, vulnera los plazos procesales de dicha medida, cuando se 

tiene a una persona privada de su libertad, sin haber valorados los presupuestos, 

e inclusive cuando a solicitud del fiscal de la investigación se prolonga su estadía 

en la cárcel, estamos indubitablemente frente a la afectación de la calidad de trato 

que debe recibir el investigado, no solo se restringe su libertad, se lesionan otros 

derechos, como es la integridad de la persona y su dignidad humana.   
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V.  CONCLUSIONES 

PRIMERO. -  Se concluyó que pese a que la norma penal establece criterios 

precisos para el dictado de la prisión preventiva, además de los acuerdos plenario 

y jurisprudencia vinculante, los magistrados no realizan una debida valoración de 

los presupuestos procesales, incidiendo negativamente en la forma de determinar 

los mandatos de prisión preventiva, debido a que no se realiza una valoración 

conjunta sobre cada uno de los elementos previstos en la norma, la inobservancia 

de dichos criterios vulnera el derecho a la presunción de inocencia. 

SEGUNDO. – Se concluyó que las resoluciones judiciales de prisión preventiva que 

dictan los magistrados no están siendo motivadas correctamente porque no existe 

coherencia entre la exposición fáctica y jurídica de sus fundamentos, no se explican 

de forma clara y precisa las razones objetivas que justifiquen sus decisiones, 

además existe incongruencia entre el requerimiento solicitado por el fiscal y lo 

resulto por el juzgador, situación que conlleva en muchos casos a que la emisión 

de sus dictámenes sea contraria a derecho ocasionando a su vez una vulneración 

al tratamiento del procesado ya que afecta su derecho a la libertad, dignidad e 

integridad física y somática.  

TERCERO. -  Se concluyó que la falta de aplicación de los presupuestos en los 

dictámenes de prisión preventiva incide en los plazos procesales cuando no se 

estima una medida que resulte razonable de temporalidad en la investigación, a 

pesar de que existen plazos establecidos en la norma penal conforme a la gravedad 

del presunto hecho delictivo, existe una valoración sesgada por parte de algunos 

jueces al valorar los presupuestos de la prisión preventiva, ampliando el plazo de 

investigación a pesar de que, en algunos casos,  no se tratan de delitos complejos, 

situación que vulnera el derecho a la libertad de un investigado teniendo en cuenta 

de que existen otras medidas menos gravosas que pueden cumplir con la misma 

finalidad.  
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VI. RECOMENDACIONES 

PRIMERO: Se sugiere que se implementen sanciones a través de la OCMA, 

creando una oficina o departamento específico,  para aquellos jueces que 

frecuentemente vienen utilizando la figura jurídica de la prisión preventiva sin 

realizar una debida motivación y valoración de los presupuestos establecidos en la 

norma penal, con el propósito de que , ciñan su fallo de sus decisiones acorde al 

principio de presunción de inocencia, la regla general debe ser siempre la libertad 

personal y no la pena anticipada sobre un presunto delito que aún debe ser 

fehacientemente probado en juicio. Por ello resulta necesario que se realice una 

valoración conjunta sobre cada uno de los elementos que generen convicción en 

sus decisiones, no basta con realizar una motivación aparente, se necesita 

verosimilitud excepcional que justifique razonablemente sus dictámenes.  

SEGUNDO: Por otro lado, se recomienda que el Ministerio Público, el Poder 

Judicial y la Junta Nacional de Justicia, realicen asesoramientos técnicos a los 

operadores del derecho, jueces penales, fiscales y abogados defensores, respecto 

a la debida valoración de los presupuestos procesales para que de esta manera se 

efectué una evaluación eficiente en los casos de prisión preventiva que permitan 

hacer una ponderación entre la seguridad jurídica sobre la presencia del 

investigado en juicio y su derecho a la libertad, considerando sobre todo la magnitud 

de los daños irreversibles como consecuencia de una medida coercitiva 

injustamente aplicada.  

TERCERO: Se sugiere a los estudiantes de derecho que para las futuras 

investigaciones que versen sobre el tema de la prisión preventiva en contraposición 

al principio de presunción de inocencia, se complemente mediante el estudio del 

enfoque cuantitativo para poder conocer datos estadísticos sobre la forma en la 

cual se están motivando las resoluciones de prisión preventiva, además se continúe 

utilizando la técnica de entrevista a los jueces que dictaminan dicha medida,  con 

el propósito de obtener resultados que permitan colegir sobre la cantidad de 

investigados que vienen siendo afectados por el exceso de plazos en los 

dictámenes de prisión preventiva.  
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ANEXOS 
Tabla 1 Matriz de categorización 

 

PLANTEAMIENTO DEL 
PROBLEMA 

OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN CATEGORÍAS CONCEPTUALIZACIÓN SUB-CATEGORÍAS FUENTES TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
DE RECOLECIÓN DE DATOS 

Problema General 
¿De qué manera los 
magistrados utilizan la 
institución jurídica de la 
prisión preventiva en 
contraposición al principio 
de presunción de inocencia 
en el Distrito Judicial de 
Lima?  
Problemas específicos 
1. ¿De qué manera la 
motivación de las 
resoluciones que dictan la 
prisión preventiva vulnera el 
tratamiento del procesado?  
 
2. ¿De qué manera la falta de 
aplicación de los 
presupuestos de la prisión 
preventiva vulnera los plazos 
procesales de dicha medida?  
 
Supuesto General 
Los magistrados utilizan la 
figura jurídica de prisión 
preventiva afectando el 
principio de presunción de 
inocencia, utilizando 
criterios desproporcionales 
para su aplicación. 

Objetivo General  
Determinar de qué manera los 
magistrados utilizan la institución 
jurídica de la prisión preventiva en 
contraposición al principio de 
presunción de inocencia en el 
Distrito Judicial de Lima. 
 
Objetivos específicos 
1.   Estudiar si la motivación de las 
resoluciones judiciales que dictan 
prisión preventiva vulnera el 
tratamiento del procesado. 
 2.  Analizar si la falta de aplicación 
de los presupuestos de la prisión 
preventiva vulnera los plazos 
procesales de dicha medida.   
 
Supuesto especifico 1 
Si la motivación de las 
resoluciones judiciales que dictan 
prisión preventiva vulnera el 
tratamiento del procesado. 
 
Supuesto específico 2 
Si la falta de aplicación de los 
presupuestos de la prisión 
preventiva vulnera los plazos 
procesales. 
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preventiva  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Principio de 
presunción 
de inocencia  

Medida cautelar impuesta al 
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temporal del derecho a la 
libertad personal con el fin de 
asegurar la integridad de 
víctimas o testigos, así como el 
desarrollo de la investigación o 
la conclusión del proceso 
penal. Esta medida cautelar 
debe aplicarse solo si otras 
medidas menos intrusivas no 
son suficientes para asegurar 
dichos objetivos. 
 
 
 
Es un derecho-garantía que 
asiste al imputado y se 
proyecta durante todo el 
proceso penal, establece la 
inocencia de la persona como 
regla. Solamente a través de un 
proceso o juicio en el que se 
demuestre la culpabilidad de la 
persona, podrá el Estado 
aplicarle una pena o sanción 
 
 

 
 
-Presupuestos de la 
prisión preventiva 
 
- Motivación de 
Resolución que 
dicta la Prisión 
Preventiva. 
 
 
 
 
 
 
 
-Tratamiento del 
procesado  
 
-  Cumplimiento de 
plazos procesales 
de dicha medida 

 
 
Distrito Judicial 
de Lima  
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